
El Supremo Tribunal de Justicia y el
Orden Centralista



1.- Los problemas de una nueva judicatura

COMO YA ERA costumbre, aparte de las desfavorables
condiciones internas de la judicatura estatal, los acon-
tecimientos sucedidos en el país desem peñaron un papel

importante en el funcionamiento de los órganos judiciales. Ya
en las postrimerías de 1835era inminente el triunfo del general
Antonio López de Santa Anna, quien apoyado por los grupos
reaccionarios de México, lanzó una cruzada en contra de los
liberales y la forma de gobierno federalista. Con la instauración
del sistema central fueron suprimidas las soberanías de los
estados, convirtiéndose los gobernadores de los estados en
simples delegados del Presidente de la República y las asam-
bleas departamentales en delegadas del Congreso General.
Poco antes de que fuera declarado oficialmente el centralismo,
en la capital del Estado empezó a vivirse un ambiente de
incertidumbre; muchos de los funcionarios que simpatizaban
con el régimen federado, vieron con desconfianza los cambios
susci tados en nuestro país. Ante la inminente transformación
de las estructuras gubernamentales algunos magistrados del
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Supremo Tribunal de Justicia solicitaron permiso para ausen-
tarse de sus labores, patentizando así su apoyo a las autori-
dades establecidas con anterioridad. En el mes de noviembre
de 1835, la situación se tornó más delicada cuando el Congreso
Federal expidió un decreto, previniendo a todos los servidores
públicos para que prestaran juramento de observar y obedecer
"las bases vigentes". En un acto de buena disposición tratando
de no entorpecer las funciones que se venían realizando en el
Supremo Tribunal, losmagistrados convocaron a una asamblea
extraordinaria con el objeto de analizar no sólo este caso, sino
la situación general prevaleciente en Michoacán y el país con
motivo de las diferentes movilizaciones militares que apoyaban
al régimen centralista. Consideraron también las dificultades
que desde 1824 afrontaba el Poder Judicial en su conjunto, y
determinaron que atendiendo a losdaños que pudieran resultar
a la sociedad y el mal ejemplo que darían en caso de negarse a
prestar dicho juramento, y ante todo con la idea de contribuir
a no agravar más el estado de cosas, a conservar el orden y la
tranquilidad pública, prestarían juramento. Inclusive para evi-
tar contradicciones momentáneas con las nuevas autoridades,
no quisieron hacer uso del derecho que tenía para jurar bajo
protesta.'

Sabemos que con la nueva forma de gobierno se pretendía
concentrar todo el poder en el Ejecutivo, diluyéndose así la
autonomía de los poderes perseguida en los primeros años del
México independiente. El judicial hasta el momento no gozaba
de una total libertad con relación al Ejecutivo y al Congreso;
sin embargo a partir de la nueva constitución centralista, la
dependencia, sobre todo con el primero fue más absoluta.

Precisamente con la finalidad de conocer a detalle el fun-
cionamiento del Poder Judicial, para de esa manera lograr un
control más eficaz, en diciembre de 1835, el gobernador Telés-
foro Méndez de Torres, por instrucciones del Presidente de la

1.- AH.P.J.M. Libro de acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia, 18:l5, f.7. 7 de
septiembre de 1835.
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República solicitó un informe detallado sobre el Supremo Tri-
bunal de Justicia y las autoridades subalternas. El documento
presentado por los magistrados resaltaba en primer término
uno de los problemas más añejos de la judicatura: la falta de
personal. Al respecto se llamó la atención sobre el tribunal que
conocía los recursos de nulidad, en el cual no había profe-
sionistas para cubrir las vacantes, asimismo se hacía énfasis
en que a pesar de que losjuzgados de primera instancia debían
servirse dejueces letrados, sólohabían sido nombrados seis, de
los cuales únicamente cincofuncionaban, amén de la necesidad
que existía de que en otros lugares hubierajuzgados de primera
instancia. Otro de los problemas que ya imperaban, pero que a
partir de esas fechas va a adquirir mayor trascendencia fue el
de los honorarios y en general de los recursos económicos
proporcionados por el Estado y la federación. Con mucho dis-
gusto se quejaban del pobre salario recibido, mismo que en
reiteradas ocasiones no les era cubierto con oportunidad, tex-
tualmente decían que: "Losmagistrados,jueces y demás subal-
ternos ya no pueden continuar por más tiempo sirviendo sin
estipendio alguno." Dejaban entrever su difícil situación econó-
mica, pues de acuerdo a la ley y a las múltiples actividades
desarrolladas comomagistrados, no podían ejercer la abogacía
por su cuenta, ocupación que en algunos casos les era útil para
no vivir en penurias. Al mismo tiempo urgían al gobernador
tomara cartas en el asunto e intercediera ante el Presidente de
la República para solucionar el conflicto que de hecho repercu-
tía decisivamente en la marcha de los negociosjudiciales. En el
mismo orden de cosas informaban que las convulsiones políti-
cas y la falta de recursos monetarios impidieron el proyecto de
establecer un presidio en Coalcomán y otro en la isla de Pacan-
da: "En Michoacán no se conoce un establecimiento de esta
clase. Muchos pueblos carecen de cárcel y más bien se sirven de
cepos para la custodia de lospresos. En los lugares de residencia
de los jueces de primera instancia, las cárceles son inseguras,
incómodas y mal sanas; son de una o dos piezas de adobe
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sencillo, son fáciles de excavar, allí se apiñan los infelices que
tienen la desgracia de caer en estas masmorras y más molesto
es para los hombres que disfrutando en la sociedad de buen
trato vienen a confundirse con la hez del pueblo, en un lugar
donde no se separa el preso del que sólo se halla detenido, ni el
hombre de educación decente y trato fino, del que es grosero y
asqueroso, estamos muy distantes de tener cárceles que sean
verdaderas casas correccionales; los presos se alimentan de
limosnas colectadas entre los vecinos."

Sobre el procedimiento empleado para resolver los asuntos
civiles y penales, también mostraron un panorama muy amplio
arguyendo en primer lugar que los alcaldes estaban obligados
a la formación de las diligencias iniciales en los sumarios
criminales, al conocimiento de los juicios verbales de corto
interés o de faltas livianas y a ejercer el oficiode conciliadores,
pues estas eran las encomiendas más elementales que podían
imponerse a personas sin ningún sueldo regular y que además
no tenían los conocimientos necesarios para comprender en
toda su magnitud el sentido de las leyes, inclusive dentro de lo
que bien puede considerarse comola base de lajudicat.ura, eran
abundant.es las gentes que se desempeñaban comoalcaldes, sin
saber leer y escribir.

Acert.adamente, en este amplio documento enviado al go-
bernador del Estado, ponían énfasis en la existencia de dos
salas que integraban al Supremo Tribunal de Justicia encarga-
das de las segunda y tercera instancias respectivamente de los
negocios comunes, civiles y criminales, haciéndole notar al
mismo tiempo que la unificación de los dos tribunales -Supe-
rior y Supremo- que antes existían, facilit.ó en mucho la
agilización en el despacho de los asuntos y consecuentemente
permitió elevar la calidad en la administración de justicia.

Debido a que en nuestro joven país aún no se había creado
una tradición jurídica importante, en comparación con la de la
península Ibérica y otros países de Europa, mencionaban que
los códigos españoles aún influían ampliamente en la adminis-
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tración de justicia, y que dentro de las modificaciones intere-
santes estaba el decret.o del 6 de septiembre de 1829 donde se
abreviaron los t.érminos legales del derecho común en las cau-
sas de robo y homicidio, asignando a esos delitos las penas de
presidio y muerte según las circunstancias?

Como podemos apreciar este informe resumía de manera
concreta la situación nada halagadora del Poder Judicial, y
como se ha venido señalando en páginas precedentes este
panorama persistió durante toda la primera mitad del siglo
XIX. En cuanto al Ejecutivo y al Congreso se refieren el estado
de cosas no era muy distinto, también enfrentaron una serie de
dificultades que obstaculizaron su consolidación a cort.oplazo,
sin embargo dentro de la misma división de poderes señalada
en la constitución estatal y en la práctica, el .Judicial marchó a
la zaga de los otros dos, existiendo una dependencia política,
jurídica y económica.

La instauración de una república central como nueva for-
ma de gobierno, lejos de resolver las cuestiones más apremian-
tes, cont.ribuyó a complicar en gran medida la sit.uación
imperante. Conforme transcurrían losmeses lo relacionado con
los sueldos se fue agravando ya la vuelta de unos días propició
la suspensión de actividades al interior del Supremo Tribunal
de Justicia. Aunque las manifestaciones de descontento por
falta de recursos económicos se dieron desde los primeros meses
de su creación, es a partir de 1836 cuando comenzaron a
acentuarse. En los albores de aquel año, el ministro Tomás
Mariano Bustamante envió un oficio al representante del Eje-
cut.ivoestatal en donde protest.aba por la falta de apoyo mone-
tario, textualment.e decía que desde varios días anteriores tuvo
una entrevista con el gobernador, siendo su objeto el solicitarle
50 ps. para cubrir los gastos médicos del fiscal menos antiguo,
quien padecía varias enfermedades; a pesar de ello le fue
negado el auxilio solicitado. Atendiendo a loanterior argüía que

2.- A.H.P.J.M. Informe del Supr€'moTribunal de Justicia al Gobernador del Estado.
Morelia, 15 de diciembre de 18::15.
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los miembros del tribunal estaban en el caso de suspender sus
labores, y de manera personal Tomás Mariano Bustamante
decidió no asistir al tribunal si no se le satisfacían puntualmen-
te sus honorarios mensuales'" La inconformidad se hizo exten-
siva a otros magistrados que en aquel tiempo eran integrantes
del Supremo Tribunal de Justicia; el licenciado José María
Navarro también comunicó al gobernador Antonio Méndez de
Torres su decisión de no acudir al despacho de sus labores
cotidianas. Los enfrentamientos y discusiones entre Ejecutivo
y miembros del Tribunal aparte de multiplicarse subieron de
tono, sin embargo a diferencia de otras ocasiones gran parte de
la resolución no estaba en manos de ninguno de los dos poderes.
A raíz de la instauración de la república centralista los estados
se transformaron en departamentos adheridos al gobierno de
la capital del país, dando paso a una concentración de poderes,
derivándose de ello que los recursos económicos fueran mane-
jados desde la ciudad de México, lo cual originó desajustes en
los territorios administrativos de provincia. Debido a que el jefe
del departamento no manejaba directamente los recursos de la
localidad enfrentó serios problemas para cubrir los gastos más
inmediatos; por tal motivo incitó a los magistrados a continuar
desempeñando sus trabajos mientras consultaba con el gobier-
no general lo relacionado a sus sueldos; cabe mencionar sin
embargo que en esta ocasión no sólo se trataba de las retribu-
ciones económicas, sino que había algo más en juego, relacio-
nado estrechamente con la forma de gobierno impuesta a los
estados que hasta antes de 1836 gozaban de autonomía. Aun-
que no lo llegaron a expresar abiertamente, notamos en los
magistrados del tribunal cierta oposición al centralismo ope-
rante, de ahí que rehusaron la propuesta del jefe del departa-
mento en Michoacán; dicha actitud despertó la exasperación
del seúor Antonio Méndez de Torres, quien de inmediato dictó
una providencia gubernativa privándoles de sus sueldos. Du-

3.- A.H.P.J.M. Representación del ministro Tomás Mariano Bustarnante al Gober.
nadar del Estado. Morelia 26 de enero de 18:i6.
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rante el periodo que va del 22 de enero al 23 de febrero del año
citado, fue un constant.e ajetreo y un ceder y resistir entre los
represent.ant.es de los dos poderes sin que se vislumbrara solu-
ción alguna. Ant.e la intransijencia de ambos, fue precisa la
intervención del President.e de la República Miguel Barragán,
quien invitó de nuevacuent.a a los magistrados para reintegrar-
se a sus labores, propuest.a que fue acept.ada de muy mala gana
por los funcionarios del Supremo Tribunal de .Justicia.'

No obstante haberse incorporado a sus actividades cotidia-
nas, el conflicto perduró por más de un aúo, alt.erándose en gran
medida la impartición de justicia y ret.ardando con ello la
solución a los procesos que se hallaban pendient.es de fallo. Aún
y cuando los magistrados acudieron al despacho de labores, el
decreto que los privaba de recibir sus sueldos siguió vigente, lo
que ocasionó toda una serie de discusiones, en donde de nueva
cuenta salió a relucir la cuestión de la autonomía de poderes.
Los int.egrantes del Supremo Tribunal juzgaban que las facul-
tades del gobierno no le autorizaban para dict.ar tal medida, y
que por lo t.ant.ocarecía de recursos legales para hacerlo; que si
el artículo 75 de la antigua constitución estatal le concedía
derechos para suspender a los empleados de gobierno y de la
Hacienda Pública, los magist.rados no podían ser considerados
como tales, y atendiendo a esa circusnt.ancia era indudable que
el seúor Méndez de Torres traspasó la órbita de sus atribucio-
nes.5

Si durante la república federal el Poder .Judicial resintió
más que los ot.ros dos los efectos propios de un Est.ado en
formación, con el establecimiento del centralismo se agravaron
más las contradicciones e inconvenient.es que hasta ese momen-
to existían. En reiterados casos el gobierno local solicit.óinfor-
mes al Supremo Tribunal en torno a la situación que imperaba
en todo el Poder .Judicial, y cuantas veces se enviaron los

4._ A.H.P.J .M. Representación del Supremo Tribunal de Justici" al Gohernador del
Estado. MOl'€'lia;i de abril de 1l't17.

5._ ldem.
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informes el cuadro desolador fue el mismo. A principios de 1838
se hacía hincapié en la falta de letrados que cumplieran todos
los requisitos constitucionales, así como la escasez del erario
que obstaculizaba el funcionamiento dejueces en cada partido.
Cabe mencionar que en ese aúo el departamento de Michoacán
estaba dividido en cinco distritos: Morelia, Pátzcuaro, Colima,
Maravatío y Zamora; la población de los diecinueve partidos
correspondientes a estos cinco distritos, era estimada en más
de cuatrocientas mil almas, en consecuencia cada partido con-
taba con más de veinte mil gentes, número seúalado por la
constitución para establecer juzgados de letras, sin embargo
algunos no tenían. Al mismo tiempo fueron seúaladas algunas
otras cuestiones que también influían en el buen funcio-
namiento de los juzgados menores. Como por ejemplo la lejanía
de algunas poblaciones respecto de sus cabeceras, con lo que se
retardaba la ejecución de las providencias; por esa misma causa
algunos delitos quedaban impunes, pues los testigos no desea-
ban andar muchas leguas e inclusive en reiteradas ocasiones
se ocultaban para no acudir a rendir su declaración. En el
mismo orden de cosas seúalaban que en esas poblaciones dis-
tantes no había personas preparadas que formaran las diligen-
cias del sumario, y mientras tanto los reos sufrían una prisión
indebida o ya se habían fugado. Con el objeto de remediar algo
ese estado de cosas, proponían que en cada cabecera de partido
quedara establecido un juez y en las poblaciones con mayor
número de habitantes dos."

Aún y cuando los simpatizantes del centralismo ocupaban
el poder, la lucha por defender los principios federalistas y la
Constitución de 1824 fue sin cuartel, las manifestaciones de
descontento se extendieron por distintos rincones de la entidad:
en Tacámbaro, Acuitzio y Coeneo un numeroso grupo de vecinos
hicieron un pronunciamiento en contra de las autoridades de

6.- A.H.P .J.M. Cuaderno de comunicaciones del Supremo Tri~unal de Justicia con el
Gobernador del Departamento y la Suprema Corte de Justicia. Morelia 10. de
enero de lB38.
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la federación; posteriormente en 1837 el coronel Nieves Huerta
encabezó una rebelión en Zacapu, demandando la formación de
un nuevo Congreso Constituyente y la designación de un Pre-
sidente de la República en forma interina.

A medida que transcurría el tiempo los enfrentamientos
entre federalistas y centralistas se hacían más intensos, aparte
de los pueblos antes mencionados, Coalcomán, Aguililla, Apat-
zingán, Tancítaro, Zamora y Tangancícuaro también fueron
escenarios de nuevas contiendas. A decir del maestro Gerardo
Sánchez Díaz, "...Ios combates entre las dos fuerzas políticas y
militares ocasionó la inseguridad en el campo y la paralización
de las actividades productivas en varias haciendas ...Algunos
hacendados se quejaban ante las autoridades de la agit.ación
constant.e en la que vivían sus peones (sobre todo los endeuda-
dos) que al unirse a las revueltas les significaba liberarse del
continuo endeudamient.o en que los t.enían los patrones."7

La inconformidad y antipatías hacia el sistema centralista
no solamente se dieron por part.e de los sectores productivos de
la sociedad, a nivel político las muestras también fueron cons-
tantes y tant.o las máximas autoridades como las subalternas
del Poder Judicial expresaron su repudio por el régimen preva-
lecient.e; ya hemos hecho alusión a la actitud que tomaron los
magistrados, la cual sin considerarse abierta y frontal sí fue de
rechazo velado hacía la república central; algo diferente sucedió
con algunos jueces menores, quienes tuvieron un compor-
tamiento más radical. En un oficio fechado el 16 de enero de
1838 el prefecto del norte comunicaba al gobierno que losjueces
de paz del pueblo de Turicalo y de las haciendas de Chupio,
Pedernales y Puruarán se habían negado a tomar posesión de
su cargo, atreviéndose incluso a devolver sus nomhramientos,
porque tanto el ayuntamiento como los jueces desconocieron a
las autoridades emanadas del centralismo, La respuesta del

7.- Sánchez Díaz Gerardo. "LO!;vaiVenes del proyecto republicano 18~4-18:):)". en:
Histnria GeltPrul de Afir:h.o(l(:áll.Op. Cit., Vol. III. p.p. 17.1H.
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gobierno estatal fue contundente cuando ordenó que dichos
jueces deberían ser puestos a disposición de la autoridad com-
petente con el objeto de ser procesados "...por los delitos que han
cometido pronunciándose contra las actuales instituciones e
infringiendo las leyes de la Constitución." Al mismo tiempo
propuso el nombramiento de jueces que reemplazaran a los
acuRadosB

Las desavenencias entre los miembros del Supremo Tribu-
nal de Justicia, autoridades federales y representantes del
gobierno departamental se dieron en distintos niveles, pero
todas esas divergencias dejaron sentir un malestar de carácter
político debido al centralismo imperante. Esa incompatibilidad
fue manifiesta una vez más cuando el Ministro de lo Interior
advertía al gobierno de Michoacán que varias autoridades y
empleados de los departamentos no concurrían a las repre-
sentaciones y funciones públicas, restando con ello a esos actos
solemnes "...el brillo exterior y dignidad con que debe aparecer
a los ojos del pueblo el poder nacional." Con el objeto de evitar
la mala imagen ante la sociedad y hacer que la autoridad
pública fuera respetada, en ese mismo documento el Ministro
declaró que debían considerarse vigentes las leyes y decretos
de los antiguos estados, siempre que tuvieran los requisitos de
no contradecir al sistema emanado de la capital del país,
asimismo hizo hincapié en que debían continuarse por todas las
autoridades, corporaciones y funcionarios civiles, militares y
eclesiásticos de los departamentos, la observancia de las leyes
y decretos relativos a las asistencias públicas; todo ello de
acuerdo con una iniciativa que el Consejo dirigiría al Congreso
General para el arreglo del ceremonial y preferencia de las
autoridades en las concurrencias que hubieren de tener para
las solemnidades y fiestas civiles y religiosas'"

Una de las características que distinguió a este periodo fue

~.- A.H.C.E. Caja 3 de "Varios" llti5-1H46, Carpeta 5. f. 30. 110relia 16 de enero de
1838.

9.- A.H.P.J.M. Cuaderno de comunicaciones del Supremo Tribunal de Justicia con
diferentes autoridades. Morelia 6 de mayo de 1840.
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el predominio de la fuerza militar, aparato coercitivo en el que
sustentaron su autoridad los conservadores; la prepotencia de
los militares fue manifiesta no sólo a nivel de las ciudades más
grandes del país, sino que se hizo extensiva hacia los lugares
más apartados del Estado deMichoacán, creando con ello serias
confusiones y dificultades en la administración de justicia,
enfrentamientos entre representantes de varias instituciones
gubernamentales e incertidumbre en la población. Uno de los
ejemplos más ilustrativos fue el que tuvo lugar cuando el
teniente coronel Angel Guzmán sin causa justificada aparente
redujo a prisión al licenciado José María de la Parra, juez de
letras de Zamora. Loanterior ocasionó que el Supremo Tribunal
de Justicia elevara su más enérgica protesta ante la Suprema
Corte de .Justicia, aclarando que de acuerdo a la Constitución
vigente, los jueces exclusivamente podían ser suspendidos me-
diante formación de causa por la autoridad competente. 10 Este
caso como otros muchos nos explica perfectamente el desorden
que persistió en los últimos años de la década de los treinta del
siglo pasado. Aparte de eso también se denotó una vez más la
debilidad del Poder Judicial, el cual para estos tiempos aún no
adquiría la presencia suficiente comopara ser respetado por las
demás instituciones gubernamentales.

En virtud de que hasta mediados de 1838 los distritos
judiciales eran cinco, la junta departamental acordó de nueva
cuenta dividir al territorio de Michoacán de manera distinta en
su afán de lograr una mejor organización de los tribunales; a
partir de julio de aquel año se determinó que mientras los
recursos económicos no permitieran aumentar losjuzgados de
primera instancia habría un juez subalterno con su juzgado
correspondiente, para el despacho de las causas civiles y crimi-
nales en primera instancia, dividiéndose así el departamento
de Michoacán en nueve distritos: el de Morelia integrado por

lO.-A.H.P.J.M. Cuaderno de comunicaciones del Supremo Tribunal de Justicia ...
18313. Morelia 4 dejulio de 1838.
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los poblados de su partido y los de Cuitzeo; el de Pátzcuaro por
los de su partido y los de Tacámbaro y Iluetamo; el de Colima
por los de su partido y los de Almoloyan; el de ~amora por sólo
los de su partido; el de Maravatío por los de su partido y los de
Zitácuaro y Zinapécuaro; el de Puruándiro por los de su partido
y el de Zacapu; el de Los Reyes por los de su partido y los de
Jiquilpan; el de Uruapan por los de su partido y los de Ario, y
finalmente el de La Piedad constituido por los de su partido y
los de Tlazazalca. 11

Esa disposición estuvo encaminada a ampliar el número
de jueces, ya que los exist.entes no alcanzaban a satisfacer las
demandns judiciales de una sociedad cada vez más convulsio-
nada por el estado de guerra permanente que se vivía. Por
desgracia las medidas implementadas fueron paliativos muy
débiles que en muy poco o en nada contribuyeron a mejorar y
fortalecer el aparato judicial. Es incuestionable que desde el
punt.o de vista económico, la centralización de recursos fue un
factor que cont.ribuyó al descontent.o social y al que se generó
en algunos funcionarios de la localidad; dicha inconformidad no
pudo ser controlada por las autoridades civiles y en varios casos
ni por las militares. El gobierno estaba conscient.e de que la
concent.ración de recursos monet.arios en la capit.al del país era
el causant.e en gran medida de los desórdenes, y por el mismo
motivo trató de solucionar la problemática de acuerdo a una ley
que contempló la posibilidad de que el gobierno de nuestra
entidad pudiera disponer de la mitad del producto de sus rentas
para cubrir el presupuest.o de sus gastos. Asimismo la citada
ley cont.emplaba que en caso de que esa mit.ad fuera insuficient.e
se hiciera un prorrateo entre todas las oficinas, funcionarios y
establecimient.os públicos. IZ

De cualquier forma este t.ipo de disposiciones saneó en
cierta medida las penurias del gobierno michoacano, pero esos

ll.-Amador Coro mina Ofl. Cit., T. VIII, p. 29.
12.-A.H.P.J.M. Exproiente suelto, Morelia 30 d",octubre de Un9.
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mejoramientos fueron moment.áneos, de ahí que exista una
estrecha vinculación entre esas decisiones y el funcionamient.o
del Supremo Tribunal de .Just.icia, es decir cuando los magis-
trados carecían de apoyo económico optaban por no acudir al
cumplimiento de sus obligaciones, y al existir un precepto que
los favoreciera, aunque fuera mínimamente, regresaban al
cumplimiento de sus deberes.

De la correspondencia desarrollada ent.re el Supremo Tri-
bunal de .Justicia del Estado y la Suprema Corte de Justicia, se
desprende que en ninguna otra parte del país existió suspen-
sión de actividades al interior de los tribunales supremos. El
hecho de que los magist.rados de Michoacán int.errumpieron en
distintas ocasiones sus ocupaciones, no fue más que una Illues-
tm más de la tenaz lucha que en varios aspect.os caracterizó a
nuestro Estado por derrocar el centralismo.

No obstante que los documentos nos hablan de múltiples
suspensiones, la que se dio a finales de 1840 traspasó los límites
de la entidad causando revuelo en el ámbito nacional y moti-
vando una de las crisis más serias ent.re representantes del
Ejecutivo y autoridades judiciales de la federación con los
magistrados de Michoacán. El 7 de septiembre de aquel ailo el
pleno del Supremo Tribunal de Justicia determinó cesar el
ejercicio de sus funciones, comunicándolo inmediatamente a
otras provincias de la nación ya la Suprema Corte de México;
ésta dando muestras de su desacuerdo total envió una enérgica
y amplia exposición exigiendo que el presidente del trillUnal
reuniera a t.odoslos ministros y fiscal para expresamente darles
a entender que la Suprema Corte veía con desagrado t.al det.er-
minación, pues no tenían facultades para suspender los traba-
jos; la molestia de ese organismo era tan grande que lanzaron
una reprimenda firme expresándoles que con su actitud "...han
dado un pésimo ejemplo de escándalo a sus autoridades subal-
ternas y a las demás de la República y toda la nación con
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$12,657.00
9,747.00
12,811.00
1,746.00
12,618.00
3,142.00
5,833.00

•

perJUICIOde la tranquilidad pública". Simultáneamente les
ordenaba volver al despacho de sus negocios y en caso de no
hacerlo declararían vacantes sus plazas; si una vez que reunu.
daran labores persistían en su idea de suspenderlas, se abst.u-
vieran de levant.ar aut.os para disolver al tribunal como t.al y
que bajo ninguna circunst.ancia podían int.errumpir la adminis-
lración de justicia. En lodo caso los magistrados deberían de
consultar con la Suprema Corte, que en última inst.ancia det.er-
minaría las medidas pertinent.es.'"

Lo anlerior aparte de ser una consecuencia de la falta de
recursos n1onetarios, nos ilustra con claridad la intromisión de
las autoridades del cenlro en asunt.os del t.ribunallocal. Duran-
te poco más de cuat.ro meses en que los magist.rados mant.uvie-
ron invariable su postura, prácticament.e quedaron
suspendidas las labores en esa inslancia, ocasionando sin lugar
a dudas serios perjuicios a la sociedad, ya que duranle ese
periodo quedó interrumpido de hecho el despacho de los juicios
civiles y criminales.

También fue evident.e que aún para est.os alias persistía la
falta de recursos humanos, pues la constitución setialaba que
en la ausencia de los lit.ulares entrarían a cubrir sus cargos los
suplentes; de t.al forma que ant.e la post.ura int.ransigente de los
magistrados titulares bien se pudo llamar a los suplent.es, pero
ni est.os concurrieron al despacho en el Supremo Tribunal; es
muy posible que no est.uvieran en la capital o que se encontra-
ran desempetiando otras funciones propias de la abogacía para
su mantenimiento, tal y como era frecuente que ocurriera. Los
argumentos decarácler económico expresados por los int.egran-
tes del Supremo Tribunal de Justicia no eran infundados y
mucha razón tenían en olvidarse de sus compromisos en ese
organismo, al t.ener que buscar sus med ios de subsistencia. Casi
al finalizar el primer semestre de 1840, en un documento

l:i.-A:H.P.J .M. Cua~erno de com~nicaciones del Supremo Tribulk'll de Justicia con
diferentes autoridades. Moreha 16 de no'tiembre de 1$40.
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bastante minucioso aparecieron noticias de los adeudos que se
t.enían con los miembros del t.ribunal:

Antonio de Castro
Manuel Alvírez
Mariano Tercero
Tomás Mariano Bustamante
Clemente Valdez
Justo González
Ant.onio Bribiesca

Aparle fueron consignados los sueldos sin pagar a los
demás empleados del Supremo Tribunal de .Justicia, que en
total hacían la cantidad de $69,500.00 suma que para aquellos
tiempos era muy considerable. l'

Todavía a principios de 1841 estaba sin resolverse la sus-
pensión de labores en el tribunal, aunque ya algunos empleados
habían cedido, los ministros Mariano Tercero, Tomás Mariano
Bustamant.e, Manuel Alvirez yAntonio Bribiesca se mant.enían
en la postura de no reintegrarse a sus trabajos.15 De nueva
cuenta la Suprema Corte de Justicia insistió en convocar a los
suplentes para cubrir dichos espacios, sin embargo es muy
posible que aún los mismos suplentes estuvieran renuentes a
ocupar las vacantes. Lo anterior se desprende del hecho de que
luego de cinco meses de haberse suspendido labores, el tribunal
aún no funcionaba ni con unos ni con otros.

Conforme pasaron los días se fueron calmando los ánimos
y poco a poco los magistrados cedieron en su act.itud; para el día
20 de febrero de 1841 tuvo lugar una asamblea general en donde
los licenciados Clemente Valdez, Manuel Alvirez y Mariano
Tercero decidieron reintegrarse a sus trabajos normales. Por
otra part.e Antonio de Castro, Antonio Bribiesca y Tomás Ma-

14.-A.H.P.J.M. Cuaderno de comunicaciones del Supremo Tribunal de Justicia con
diferentes autoridades. Morelia 6 de mayo de 11'40.

15.-A.H.P.J .M./lJid., Morelia 9 de enero de i941.
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riano Bustamante, quienes eran los decanos del tribunal, aún
se obstinaban en no desempeñar funciones, el motivo funda-
mental seguía siendo la falta de seriedad por parte del gobierno
en el pago de sus emolumentos.

Con la finalidad de solucionar en cierta medida esta cróni-
ca escasez de recursos financieron desde el 22 de febrero de
1840 fue exped ida una ley de aranceles donde se especificaban
minuciosamente las cantidades que se deberían de cobrar y sus
conceptos. Entre otras cuestiones estableció el importe de seis
reales por dictar un acuerdo sobre cualquier escrito y dos pesos
por cada auto interlocutorio; además los litigantes deberían de
pagar el costo de papel sellado que usaran en los procesos. El
dinero obtenido quedaría repartido en forma equitativa entre
el personal de las salas. Naturalmente este tipo de medidas
lejos de solucionar el problema de la falta de salarios repercutió
desfavorablemente en la administración de justicia, creando
una desigualdad notable, ya que algunos sectores de la pobla-
ción muy difícilmente podían costear los procesos judiciales.

Fue hasta el mes de junio de 1841 cuando los demás
magistrados del tribunal optaron por reintegrarse a sus labores
cotidianas, haciéndolo con mucho excepticismo y más que nada
por servir a la sociedad michoacana y no por cumplir ordenes
superiores ni por comulgar con el régimen existente o porque
estuviesen seguros de que iban a recibir sus sueldos íntegros.
El señor Tomás Mariano Bustamante al asumir de nueva
cuenta su cargo, le expresó al presidente del tribunal Clemente
Valdez, que aunque les prometieron cubrir sus emolumentos,
él no era de esa creencia, "...pero que quiere dar una prueba de
que ni el capricho ni la animosidad han reglado su conducta, en
la inteligencia de que faltando el sueldo ha de volver a faltar a
su trabajo". Por su parte Antonio Bribiesca también al regresar
a sus labores se dirigió al señor presidente en los mismos
términos16

16.-AH.P.J.M. [bid., Morelia :i de junio y 12 de junio de 1841.
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Aunque no es nuestra intención consignar todas las veces
que los magistrados suspendieron actividades, sí nos interesa
decir que desde el momento mismo en que fue sustituida la
República Federal las suspensiones fueron reiteradas, lo cual
puso de manifiesto el desacuerdo de algunos sectores michoa-
canos con el sistema centralista. Otra muestra muy evidente
de lo anterior tuvo lugar con motivo de la muerte de doña Inés
García, esposa de Antonio López de Santa Anna, acto funeral
al cual los magistrados renunciaron asistir pretextando dife-
rentes enfermedades." Es incuestionable que no sólo los miem-
bros del tribunal veían con antipatía la dictadura santanista,
sino que también otros personajes de la esfera gubernamental
repudiaban al régimen existente, pero fueron los magistrados
quienes continuamente, unas veces con energía y otras de
manera indirecta se opusieron al mismo.

Al finalizar la primera mitad de la década de los cuarenta
del siglo pasado, la figura del general Antonio López de Santa
Anna vino a menos, precipi tándose su caída con la derrota
militar frente a los Estados Unidos de Norteamérica. Ya duran-
te los últimos años de su periodo presidencial fue sustituido por
el general José Joaquín de Herrera, cuyo nombramiento fue
recibido con beneplácito por los michoacano;en particular al
saberse de su elección, los integrantes del tribunal cambiaron
de actitud hostil y muy contrariamente decían que se congra-
tulaban sobremanera por la acertada elección "de un individuo
tan recomendable", informando al ministro de justicia que ya
no reconocían la autoridad de Santa Anna, quien se sublevó

d 't' I 18contra el or en constl UClOna.
Con el arribo de Herrera al Ejecutivo Federal no fue posible

transformar de inmediato el estado de cosas prevaleciente, ya
pesar de eso en varias de las provincias del país hubo disposi-

17,-AH,P.J.M. Cuaderno de comunicaciones del Supremo Tribunal de Justicia con el
Superior Gobierno. Suprema Corte y otras autoridades. f. n, Marelia 10 de
septiembre de 1844.

18.-A.H.P.J.l\I./úiJ., Morelia 20 de diciembre de 1844.
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clOn para colaborar con su gobierno. A partir de entonces
notamos a nivel de nuestro Estado un enorme interés social y
político por contribuir a mejorar la administración pública; en
el aspecto judicial surgen una serie de propuestas orientadas a
reestructurar sustancialmente dicho poder. En primer término,
considerando que una de las principales dificultades era la falta
de recursos humanos y consecuentemente la ausencia de algu-
nos magistrados, la asamblea departamental puso especial
cuidado en decretar una serie de medidas para evitar que el
Supremo Tribunal de Justicia dejara de funcionar comosucedió
por temporadas en años anteriores; en ese sentido, el 24 de
febrero de 1845 dispuso que para cubrir las faltas del fiscal y
de los ministros del Superior Tribunal de Justicia, el goberna-
dor nombraría de acuerdo con la asamblea cincosuplentes, para
ello el tribunal les enviaría un informe de los abogados que
tuvieran los requisitos y cualidades necesarias. Teniendo en
consideración las experiencias vividas quedó establecido que
cuando las ausencias de los ministros excedieran de tres meses
serían reemplazados por el fiscal, pero si no pasaran de ese
término entrarían a cubrirlas los suplentes según el orden de
sus nombramientos. Las faltas del fiscal serían cubiertas por
los suplentes por cualquiera de los motivos; estos últimos ten-
drían las mismas calidades y requisitos de los propietarios, y al
entrar en funciones cumplirían iguales deberes y restricciones
y gozarían del mismo fuero, honores y preeminencias que los
propietarios. 10

2.- Melchor Ocampo y los nuevos
horizontes del liberalismo

DURANTE TODO EL año de 1845y hasta que fue restablecida
la república federal en 1846, la situación del Supremo Tribunal

19.- Amador Coromina. Op. cit., T. VIII, p. 169.
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de Justicia no varió sustancialmente, pero hubo esfuerzos de
las autoridades para mejorar su funcionamiento. Fue el insigne
don Melchor Ocampo quien dictó una serie de normas impor-
tantes que trastocaron en gran medida las estructuras del
Poder Judicial. En la introducción al decreto que ordenaba el
nuevo arreglo de los tribunales en el Estado, expresó claramen-
te que una vez restablecido el sistema federal se desconocía a
las autoridades tal y comohast.a el momento existían, pero que
sin embargo eran absolutamente indispensables en el orden
social; al mismo tiempo menciona que era de especial cuidado
fijar las reglas a que debían sujetarse en el ejercicio de sus
funciones, y que como para esos momentos est.aba ausent.e el
Poder Legislativo y no era conveniente esperar a su reunión,
pues de lo cont.rario quedaría paralizada la administración
pública, principalmente en el ramo de justicia, t.enía a bien
realizar un dict.amen con el caráct.er de provisional. El artículo
primero del decreto señalaba que el Tribunal Superior de
Justicia del antiguo departamento se transformaría en Supre-
mo del Estado con el número de magistrados y dependient.es y
con los sueldos existentes hasta entonces. Asimismo los juzga-
dos de primera instancia subsistirían con la mismajurisdicción
y sueldos, no increment.ándose el número de los que funcio-
naban en Michoacán. Los juzgados de Hacienda seguirían
conociendo de los asuntos que fueren del interés de la Hacienda
General de la Federación; dichas funciones cesarían una vez
que losjuzgados de distrit.o empezaran a conocer de esos casos.
De gran trascendencia fue el artículo tercero en donde quedó
especificado que tan luego como fuere instit.uido el Tribunal de
Circuito, el Supremo del Est.ado dejaría de inmiscuirse en los
negocios de Hacienda en segunda instancia y de las demás
causas comunes en tercera. Todos los miembros del Poder
Judicial estarían sujet.os a las constituciones general y part.icu-
lar y a las leyes dictadas en la primera época de la federación
para el arreglo de la administración de justicia. En los casos no
previstos por esas leyes, los funcionarios t.omarían en cuenta
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las comunes de la legislación española, siemprey cuando fueren
adaptables a las circunstancias y no pugnaran con este decreto.

A manera de transición del sistema centralista al federa-
lista fue acuerdo que los negocios pendientes en los tribunales
del Estado, se sustanciarían y determinarían por las leyes que
regían al momento de verificarse el delito. Por otra parte, los
tribunales mercantiles y de minería permanecerían vigentes,
rigiéndose por las leyes a que debían su existencia"()

Fue obvio que una vez restituido el régimen federalista y
atendiendo al pensamiento del gobernador Melchor Ocampo, se
hicieron esfuerzos por devolverle a nuestro Estado y en parti-
cular al Supremo Tribunal de Justicia la autonomía de que
gozaba hasta antes de 1836, varias de las medidas señaladas
en el decreto antes aludido fueron muestra de ello. Otro de los
objetivos primordiales estuvo encaminado a lograr una mayor
precisión en cuanto a los asuntos que le competían, pues sabe-
mos de antemano que la propia multiplicidad de casos que debía
conocer, le impedían actuar con mayor eficacia. El reglamento
del 17 de septiembre de 1846 en general fue importante, ya que
apuntó hacia una transformación sustancial del Poder .Judicial,
pero al mismo tiempo tuvo especial cuidado de no proponer
cuestiones que por las propias circunstancias imperantes eran
imposibles de llevar a la práctica.

A nivel nacional los acontecimientos políticos y militares
se sucedieron con enorme vertiginosidad; el 4 de agosto del
citado año el general José Mariano Salas acaudilló un pronun-
ciamiento en la Ciudadela de la capital del país por estar en
desacuerdo con el gobierno del también general Mariano Pare-
des y Arrillaga. Bajo el asesoramiento de Valentín Gómez
Farías determinó que la persona ideal para defender la causa
federalista era don Antonio López de Santa Anna, quien de
nueva cuenta ocupó la silla presidencial el 23 de diciembre de
aquel año. El pensamiento de los liberales y conservadores fue

20.-lbid., p. 220.

12ó

que Santa Anna hiciera frente a los norteamericanos que ame-
nazaban con apoderarse de nuestro territorio. Las autoridades
de Michoacán se adherieron al movimiento para salvoguardar
los intereses de la patria, pusieron a disposición recursos hu-
manos y económicos. El general Gordiano Guzmán en una carta
muy emotiva enviada al presidente de la nación le decía que las
fuerzas del Estado que le estaban subordinadas en el sur de
Michoacán y que antes eran enemigas de su gobierno por
cuestiones de opinión "y ahora énemigas por las de la patria
estaban dispuestas a unírsele como hermanas para cum pIir con
un sagrado deber, al hacer la defensa de la nación, y en efecto
robustecer con ellas al Ejército Mexicano".21

Los intentos del gobierno por apaciguar las movilizaciones
sociales, políticas y militares fueron vanos; ante el estado de
emergencia vivido con motivo de la guerra contra los Estados
Unidos de Norteamérica, precisó reordenar las finanzas públi-
cas y por enésima vez los efectos se dejaron sentir entre algunas
dependencias gubernativas. Debido a que fue interrumpido el
pago de sueldos a los magistrados del Supremo Tribunal de
Michoacán, estos decidieron no presentarse a sus trabajos
cotidianos, tal actitud causó malestar al interior del Congreso
local, pues en esta ocasión la nación requería de enormes
esfuerzos y recursos monetarios para expulsar a los invasores.
No obstante el disgusto, una comisión del H. Congreso dirigió
una sensata misiva a los magistrados haciéndoles notar lo
indispensable que era el funcionamiento del instituto por ellos
presidido, invi tándolos a reanudar labores y recordando que no
tenían (los magistrados) facultades para suspender el ejercicio
de sus funciones, siendo por lo tanto su proceder contrario a la
Constitución ya las leyes vigentes. A diferencia de otros casos
no existieron contradicciones fuertes entre los integrantes de
los dos poderes, accediendo los del Judicial a la solicitud del

21.-Gt-ra.do Sánchez Diaz. Op. Cit., p. 19.
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Legislativo y reintegrándose con ello al despacho de sus activi-
dades.22

Los problemas de carácter económico abarcaron no sólo a
las autoridades supremas, durante estos mismos tiempos de
guerra fueron perjudiciales los tribunales menores. Entre otras
representaciones encontramos la del Ayuntamiento de Tacám-
baro que suplicó al Congreso fuera mantenido el juzgado de
letras de ese lugar, ya que tenían conocimiento de que el
gobierno pensaba suprimirla por falta de apoyo financiero. Por
otro lado el prefecto de poniente haCÍa lo propio para el partido
de Tlazazalca, expresando el grave daño que se haría a la
administración de justicia.?'

En plena guerra contra los Estados Unidos, el gobernador
Melchor Ocampo empezaba a dar muestras de su pensamiento
liberal, de la sensiblidad para comprender las difíciles circuns-
tancias por las que atravesaba nuestro Estado y el país en
general, y de su enorme preocupación por contribuir con los
recursos existentes al mejoramiento de los servicios públicos
proporcionados por la judicatura local. En ese sentido, propuso
por vez primera la organización del Supremo Tribunal de
Justicia en Tribunal Unitario, pues en medio de las dificultades
de esos tiempos era considerado comoel más viable y la mejor
opción para la población; argumentaba que en unjuez unitario
recaería toda la responsabilidad según su comportamiento, y
que sí en cambio existía pluralidad de jueces en el tribunal, la
responsabilidad de los mismos disminuiría. La propuesta del
gobernador puede resumirse de la siguiente manera: el Supre-
mo Tribunal de Justicia estaría compuesto de dos ministros y
un fiscal; se dividiría en dos salas conociendo cada una de los
negocios asignados por la ley; cada sala quedaría integrada por
un ministro, presidiendo en ambas el mismo fiscal. Las dos
salas reunidas formarían el pleno del tribunal; tanto a los

22.-A.H.C.E. VII Legislatura Constitucional. caja 1 de "\larios", f. :36, Morelii:i 13 de
enero de 1847.

2.1.-A.H.C.E. XLegislatura Constitucional. caja ~de "Varios",f. ,1,Morelia ~ de febrero
de lR47.
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ministros como al fiscal los nombraría el Congreso de común
acuerdo con el gobiern02'

La respuesta del Congreso a la petición del señor goberna-
dor fue negativa y aunque no se llegaron a manifestar razones
de consideración, denotamos una falta de confianza en los
diputados, quienes no estimaron pertinente el cambio en medio
de la conflagración militar que asolaba al país. A pesar de la
oposición el inquieto ánimo de Ocampo no se apaciguó, pues
también propuso una iniciativa con la finalidad de n~mbrar
visitadores que concurrieran a los juzgados de pnmera mstan-
cia y examinaran la conducta de los jueces en el despacho de
los negocios civiles, criminales y de Hacienda a su cargo. Una
vez más el ímpetu del ilustre liberal fue contenido por los
miembros de la legislatura, quienes de nueva cuenta mostraron
su negativa bajo el argumento de que ni el Congreso ni el
gobierno podían en ningún caso ejercer funciones judiciales,
avocar las causas pendientes ni mandar abrir los juicios fene-
cidos; especificaban que la falta de observancia de las leyes
sobre administración dejusticia hacía culpables exclUSivamen-
te a losjueces y los errores cometidos por ellos era~ denunciados
por los ciudadanos ante el tnbunal competente.

La idea de Ocampo fue confundida, ya que él sólo hablaba
de nombrar visitadores, sobreentendiéndose que esos saldrían
de entre los miembros del propio Supremo Tribunal, en la
iniciativa no menciona para nada que el Congreso oel Ejecutivo
cumplieran esa función. Independientemente de la respuesta
desfavorable, la idea puede ser considerada como importante,
pues hasta ese momento losjueces de primera instancia venían
actuando con ciertas libertades, lo cual no era garantía de una
buena administración de justicia. Ante la debilidad del supre-
mo órgano judicial las autoridades subalternas incurrían en
una serie de faltas, algunas veces de manera involuntaria y

24.-A.H.e.E. VII Legislatura Constitucional, caja 2 de "Varios",f. 17. Morelia, 11 de
agosto de 1847.

25.-A.H.C.E.lbid., 18 de mayo de 1848.

129



otras concientemente. Sin temor a equivocarnos creemos que el
pensamiento de Ocampo estaba encaminado precisamente.a
fortalecer al Supremo Tribunal de Justicia y en consecuencIa
establecer mayor orden en los tribunales menores. Por una
parte las visitas impedirían que losjueces de primera instancia
cometieran irregularidades concientemente, y por otra se esta-
ría en posibilidades de dar asesoramiento a aquellas personas
que fungían como jueces pero que violaban las leyes por falta
de preparación jurídica. Además con esa medida los visitadores
estarían pendientes de que no se retardaran las resoluciones
definitivas. De cualquier forma, el proyecto fue retomado unos
años después, permaneciendo vigente hasta la actualidad.

Hasta ese momento, salvo muy pocas excepciones la mayor
parte de los reglamentos, proyectos y decretos relacionado" con
el Poder Judicial fueron planteados por el Ejecutivo o el Con-
greso, palpándose así la dependencia de aquél respecto de estos
últimos, sin embargo en las postrimerías de la década de los
cuarenta del siglo pasado fue más notable la injerencia tenida
por los magistrados en la organización de la judicatura; preci-
samente a fines de 1848 enviaron a los representantes del
Legislativo Estatal un proyecto de ley para reorganizar todos
los juzgados; entre otras cuestiones se hablaba de un respeto a
la constitución y leyes vigentes, y en ese sentido el Congreso
tenía facul tades para declarar que los magistrados del tribunal
deberían de continuar en el ejercicio de sus funciones, sin
necesidad de nuevos nombramientos, pues los que existían
gozaban de calidad de propietario; los nuevos nombramientos
solamente procederían en caso de que hiciera falta personal
para completar el número estipulado en la constitución. En caso
de que fueren precisos los nombramientos anteriores, con anti-
cipación las personas designadas serían notificadas para que
enseguida prestaran el juramento constitucional y procederse
después a la instalación del Supremo Tribunal, observándose
las solemnidades prescritas en el decreto del3 de abril de 1828.
Por esa ocasión, el ministro más antiguo sería el presidente del
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Tribunal en salas reunidas y en lo sucesivo dicho cargo se
renovaría cada dos años, haciéndose la elección de manera
interna entre los magistrados el día primero de enero. Asimis-
mo se indicaba que en un plazo no mayor de seis meses quedaría
elaborado un reglamento interior donde mencionaría las obli-
gaciones de los magistrados en el desempeño de sus atribucio-
nes concedidas por la Constitución y las leyes.

Ya más relacionado propiamente con el aspecto de la apli-
cación de la ley se decía que el presidente de las salas especiales
sustanciaría las causas de su conocirniento hasta ponerlas en
estado de sentencia definitiva; el auto de haber o no lugar a la
formación de causa y las demás que causaren gravamen irre-
parable, se pronunciaría en sala plena, lo mismo que las sen-
tencias definitivas. Para los inter1ocutorios de substanciación
y los incidentes ocurridos bastaría con la mayoría. Cada sala
del tribunal contaría con un secretario que haría también las
veces de relator, además de un oficial que al mismo tiem po haría
las veces de escribano de diligencias. El personal se complemen-
taría con un escribiente y un portero, un abogado y un procu-
rador de pobres, un ministro ejecutor y un mozo de estrados:
cada una de las fiscalías tendría un escribiente. 26

Otros artículos del proyecto estaban relacionados con el
sueldo de los empleados y la forma de su nombramiento. Los
lineamientos como podemos apreciar eran muy sencillos pero
sin embargo denotaban una preocupación de los magistrados
por tener participación más directa en la elaboración de ideas
para lagar un mejor funcionamiento del Poder Judicial; en la
medida que se fue dando eso la autonomía del judicial se fue
consolidando.

~6.-A.H.P.J.M.Expediente sobre iniciativa de reorganización del Poder Judicial. que
presenta la comisión nombrada por el SUfremo Tribunal. para el efecto de que
aprobada se eleve al H. Congn-so, con e carácter de formal iniciativa. 15 de
dlciembre dI:!1~48.
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